
¿TIENE TURQUÍA DERECHO A INVADIR CHIPRE?1

Es inconcebible cómo se puede sostener que una nación, miembro de las
Naciones Unidas, tenga derecho a interferir, y de manera especial mili-
tarmente, en el territorio de otra nación también miembro de las Naciones
Unidas.

I. De acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas, existen dos casos en
los que las Naciones Unidas, o una nación o grupo de naciones con res-
pecto a las amenazas contra la paz y seguridad, puede y debe tener el dere-
cho a interferir, bien por causas internacionales o por casos de la jurisdic-
ción interna de una nación cualquiera, mediante la aplicación de medidas
forzadas según el capítulo VII o por la aplicación de los decretos del ca-
pítulo VIII de la Carta de las Naciones Unidas.

1) De acuerdo con el capítulo VIII de las Naciones Unidas, por medio
de un tratado regional o cualesquiera otros arreglos colectivos.

El acuerdo de garantía de Londres incluye el llamado derecho conjunto
de interferencia de las tres potencias, Inglaterra, Turquía y Grecia, y en el
caso de desacuerdo entre el llamado derecho unilateral de interferencia de
cada una separadamente, con el único objeto de establecer el orden tal y
como prevé el acuerdo de Londres, lo cual quiere decir que en el caso de
que el Gobierno de Chipre violase las aceptadas obligaciones, este último
párrafo quiere decir que cualquier semejante intervención no puede resultar
en la división de la isla, puesto que esto sería contrario al acuerdo de Lon-
dres y al protocolo de Zurich 2.

1 Este artículo constituye un resumen de eualro conferencia? pronunciadas por el
profesor D. S. Constantopoulos en la Arislolelian Univcrsity de Thessaloniki, en eno-
ro de 1964.

2 Ver texto de los documentos que se citan en la publicación hecha en honor del
profesor Schaetzel, Dusseldorf, 1960, bajo mi dirección, especialmente el artículo del
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Si este acuerdo se examina teniendo en cuenta las especificaciones conte-
nidas en el capítulo VIII de la Carta de las Naciones Unidas, no puede, en
principio, ofrecer el derecho de intervención militar en el sentido de las me-
didas impuestas y la violación de la integridad y supremacía de Chipre, por-
que el tratado de Londres no prevé medidas que conduzcan a la acción mili-
tar. El arzobispo Makarios, con mucho acierto, apoya esta interpretación, que
ha quedado demostrada por las negociaciones, aun en el caso de que no po-
damos pensar en tal intervención militar, como que en el tratado no existe
una cláusula definitiva de intervención militar. Existe una regla definitiva y
clara (communis opinio) de derecho obligatorio (jus cogens), por la cual,.
y mientras no exista una cláusula semejante en un acuerdo, cualquier confi-
namiento de la soberanía de un Estado es imposible de ser aceptado de una
manera concluyeme. Semejante limitación de la supremacía de una nación-
y especialmente en el presente caso de la independencia y la integridad de-
Chipre, significaría un confinamiento esencial de la soberanía de Chipre-..
Por otra parte, nadie nos concede el derecho de llegar a la conclusión con-
tra dos estimados miembros de las Naciones Unidas de que por este Tratado-
marchen en la dirección de una oposición inmediata a sus obligaciones de-
rivadas de la Carta de las Naciones Unidas, allí donde no hace referencia a
las obligaciones de la Carta de jus dispositivum.

Por la regla general del jus cogens, es obligatoria la aceptación de lo.
contrario, es decir, la interpretación del Tratado ha de ser basada en la acep-
tación de que las partes contratantes no tenían intención de violar la Carta
de las Naciones Unidas al anticipar y aceptar en el momento de la firma de-
ese tratado a que se hace mención más arriba del derecho de la inter-
vención.

No está dentro de la capacidad de las Naciones Unidas el conceder per-
miso o aceptar posibilidad alguna de acción para el ejercicio del derecho mi-
litar de intervención por un miembro o un grupo de miembros de las Na-
ciones Unidas, obligado por una alianza regional colectiva en general.

El texto del artículo 53 es categórico y no permite abrigar duda alguna
sobre la cuestión. "No será adoptada acción impuesta alguna basada en acuer-

frofesoi' Dendias, op. cit., pág. 92. En cuanto a la totalidad de la cuestión de la
¡ucha de Chipre por la autodeterminación, consultar la publicación reciente de Geor-
giades, Die Zypernfrage, Bonn, 1963, 1963, y la tesis de Zotiades: The Right of Interven/ion,
ya sometida a nuestra Facultad de Derecho en Thessaloniki, con objeto de ser acep-
tada como tesis doctoral.
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dos regionales o en organizaciones regionales sin la autoridad del Consejo
de Seguridad." Por consiguiente, sólo mediante la autorización del Consejo
de Seguridad es posible que sean tomadas medidas obligatorias por parte
de una nación (Turquía, por ejemplo) o de un grupo de naciones contra
otra nación o contra otro grupo de naciones que sean miembros de las
Naciones Unidas (Chipre, por ejemplo), de acuerdo con el Tratado y garan-
tía de Chipre.

2) Turquía o cualquier otro miembro de las Naciones Unidas, sólo en
un caso puede recurrir a las medidas de violencia (con carácter defensiva)
contra otra nación, miembro de las Naciones Unidas, directamente y sin
la autoridad previa y definiva del Consejo de Seguridad.

Tal acción hace referencia al caso del artículo 51 de la Carta de las
Naciones Unidas sobre la defensa legítima del derecho natural del individuo
o la colectividad a la defensa propia de las naciones. En el caso de Chipre,
sin embargo, esto querría decir que un ataque armado, ilegal, había de
proceder de Chipre e ir dirigido contra Turquía u otra nación cualquiera.

Deseo recalcar aquí, de una manera especial y muy firme, que en este
caso el derecho de las Naciones Unidas es hasta tal extremo categórico y
perentorio (jus cogens), que incluso la amenaza de semejante ataque no po-
dría en momento alguno justificar una defensa legal y legítima como esa que
se cita anteriormente 3.

Turquía e Inglaterra sólo pueden, por lo tanto, y como miembros de las
Naciones Unidas, proceder unilateralmente a la adopción de medidas mili,
tares contra Chipre en el caso en que Chipre emprendiese un ataque arma-
do. Sería muy extraño, en cualquier caso, la aceptación de semejante posi-
bilidad.

Todo lo contrario, ha de aceptarse que cualquier intervención militar de
esa clase habría de constituir un caso de ataque armado ilegal contra la
República de Chipre, con todas las posibles y serias consecuencias interna-
cionales de la defensa propia individual y colectiva.

En relación con esto, Grecia, un Estado que de veras ama la paz, de-
bería recurrir a una fuerza defensiva para hacer frente a semejantes actos
de agresión. En otros términos, Grecia no sólo tendría la justificación, sino
que estaría en la obligación de recurrir al uso de la fuerza por las razones

3 En relación con la significación del jiis cogens, ver Minutes de la Comisión Inler^
nacional de Derecho de la? Naciones Unidas, A/5509, suplemento núm. 9.
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<3e la defensa colectiva legítima de que habla el artículo 51 de la Carta. De-
bido a que cualquier ataque armado de Turquía debería de ser considerado
como un acto de agresión, de acuerdo con el artículo 2, párrafo 4, de la
Carta, ya que Grecia, como un miembro amante de la paz de las Naciones
Unidas, tiene el derecho y la obligación a contribuir a la propia defensa co-
lectiva de Chipre, en el caso hipotético a que se hace referencia más arri-
ba de una intervención militar de Turquía contra la independencia del Estado
soberano de Chipre. Esta defensa colectiva propia y, por supuesto, la parti-
cipación de Grecia en semejante acción defensiva propia, estarían justific.i-
das sin ningún compromiso definitivo y previo. Por otra parte, Grecia tiene
ia obligación especial de apoyar la defensa propia del Estado de Chipre de
«cuerdo con lo establecido por los llamados Acuerdos de Londres de garan-
tía y alianza y hasta el punto en que esos acuerdos sean válidos.

Este derecho natural de la legítima defensa se debilita y es abolido auto-
máticamente, de acuerdo con la Carta, y de una manera inmediata sólo y
si el Consejo de Seguridad adopta una decisión contraria en el sentido de
-que tales medidas militares no están al amparo del derecho natural de la
defensa legítima.

El artículo 51 de la Carta especifica que el derecho de tal defensa legí-
tima existe hasta que el Consejo de Seguridad adopte las medidas necesa-
rias para la salvaguardia de la paz y la seguridad internacionales.

Este hecho es muy característico del espíritu de restricción del derecho
obligatorio, que discrimina en casos similares el derecho de las Naciones
Unidas.

Se excluye, por lo tanto, el caso de la aplicación del belluin justum do
la doctrina de San Agustín o del pacto Briand-Kellogg de permitir la inter-
vención agresiva de Turquía en el uno o el otro de los casos que han sido
analizados hasta ahora4.

Precisamente nosotros comprendemos que los decretos mencionados son
decretos básicos de derecho obligatorio.

a) Estos decretos no pueden ser debilitados por un acto convencional
posterior como la garantía convencional con Inglaterra, Turquía y Grecia.
Esto ocurre porque en el momento de la firma del acto convencional estas
naciones eran miembros de las Naciones Unidas. Por consiguiente, los cita-
dlos decretos suprimen automáticamente, o dicho más correctamente, no per-

* Ver, Constamopoulos: Derecho público internacional, vol. I (en griego), passim.
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miten en manera alguna la creación de un derecho convencional posterior
acordado después de la firma de la Carta en el caso de que ésta se halle en
contradicción con esos actos.

b) Estos decretos básicos suprimen automáticamente (ipso-iure) la fuer-
za de cualquier otro acuerdo que haya sido firmado con anterioridad a la
firma de la Carta y esté en contradicción con el contenido del jus cogeos
mencionado con anterioridad. Esto mismo tiene en nuestro caso aplicación a
Inglaterra, Grecia y Turquía. En cuanto a sus relaciones con Chipre, des-
pués de su admisión como miembro de las Naciones Unidas, el derecho de
las Naciones Unidas ha de prevalecer. Esto quiere decir, por lo menos, que
desde la admisión de Chipre en las Naciones Unidas está en vigor la pro-
hibición del uso de la amenaza o el uso de la fuerza para acciones si-
milares.

II. El llamado derecho de intervención de Turquía viola en principio
el artículo 1, párrafo 1, así como las disposiciones del capítulo VI de la
Carta de las Naciones Unidas. De acuerdo con esas disposiciones, estaría en
contradicción con el alcance básico de las Naciones Unidas, por razón del
cual todos los miembros están obligados a solucionar y arreglar sus dife-
rencias de una manera pacífica. La forma de arreglo ha de estar en conso-
nancia con los principios de la justicia y el jus ínter gentes, y de una tal
manera que la seguridad y la paz internacionales no han de verse expuestas
al peligro.

Es más, se ha de hacer necesariamente hincapié en que los miembros de
las Naciones Unidas no sólo no tienen derecho al uso de cualquier clase de
violencia contra la integridad o la independencia política de una nación cual-
quiera, sino que tampoco tienen derecho alguno a la amenaza con el recurso
al uso de la fuerza.

Contrariamente al general jus cogens, eso está categóricamente prohibido
por el artículo 2, párrafo 4, de la Carta de las Naciones Unidas. Este ar-
tículo es el más esencial de la Carta de las Naciones Unidas y corresponde al
artículo 10 del Convenio de la Sociedad de Naciones, el bien conocido "co-
razón" de aquella Sociedad de Naciones 5.

5 En cuanto a la significación de este artículo, ver Goodrich y Hambro: Charter
o/ the United Nations. Edición revisada, 1949, págs. 102 y sigs, así como G. Dahm:
«Das Verbot der Ggwaltandwendung nach art. 2 (4) der U. N. O.-Charter und die
Selbsthilfe gegenüber Voelkerrechtsverletzungen, die keinen benaffneten Angriff enthalten»,
JFIR, Bd. 11, 1962 (dritte Festschrift LAUN), págs. 48 y sigs,
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Turquía, por lo tanto, como miembro de las Naciones Unidas y de acuer-
do con el artículo citado más arriba, que también es parte del jus cogens,
porque hace referencia a una regla obligatoria para la salvaguardia de la paz
y la seguridad, es decir, al alcance básico y fundamental de las Naciones Uni-
das, ha de abstenerse en cualquier caso de sus relaciones internacionales no
sólo de una intervención militar impuesta, sino también de cualquier ame-
naza del recurso al uso de la violencia contra la integridad territorial o la
independencia política de Chipre, o que en cualquier otra manera sea incon-
sistente con el propósito de las Naciones Unidas.

III. Naturalmente, en el momento de la firma del Protocolo de Zuricrt
y los Acuerdos de Londres, la recientemente proclamada República de Chipre
no era miembro de las Naciones Unidas. Es posible, por lo tanto, decir que-
en cuanto a las relaciones de Chipre (al no ser miembro de las Naciones-
Unidas), para las tres potencias garantizadoras, Inglaterra, Turquía y Grecia,,
prevalecen las reglas generales del jus cogens y no las reglas especiales de
las Naciones Unidas. Pero, a pesar de todo, esta observación hace referen-
cia únicamente a la República de Chipre, por no ser miembro de las Nacio-
nes Unidas, y no a las potencias garantizadoras, porque el derecho de las
Naciones Unidas crea de cualquier manera, para esas potencias garantizado-
ras, las obligaciones mencionadas con anterioridad de los miembros de las
Naciones Unidas en relación con otros que no lo son. En cualquier caso,
después de haber sido Chipre admitido en las Naciones Unidas, bajo la
recofundadón de las tres potencias garantizadoras y sin reserva de ninguna
clase por su parte, no pueden quedar dudas sobre el hecho de que la ley de
las Naciones Unidas es igualmente válida para todas las partes contratantes
del acuerdo de Londres y el protocolo de Zurich.

Basándonos en el análisis precedente, llegamos a la conclusión de que la
aplicación de los principios siguientes es algo absolutamente necesario.

a) La regla general de que el jus cogens básico y fundamental de la
Carta de las Naciones Unidas cancela el poder de cualquier acuerdo a que
se haya llegado con anterioridad a la firma de la Carta de las Naciones
Unidas y cuyo contenido pueda ser contrario a ese jus cogens.

b') De la misma manera, el jus cogens prohibe por las mismas razones
la creación de un nuevo y fuerte derecho convencional internacional por
medio de una acción cualquiera que sea posterior a la firma de la Carta de
las Naciones Unidas, siempre que su contenido sea o represente una vio-
lación de los derechos de las Naciones Unidas.

130



¿TIENE TURQUÍA DERECHO A INVADIR CHIPRE?'

c) En el caso de la aceptación mutua de este derecho de las Naciones
Unidas por las partes contratantes del Acuerdo de Londres, el primero des-
pués de la admisión de Chipre en las Naciones Unidas, la lex posterior de
las Naciones Unidas, que también constituye el jus cogens (derecho forzoso}'
básico para las ya eslabonadas naciones miembros, cancela [derogat legi
priori) el poder de un acuerdo previo firmado por una nación (Chipre) con-
anterioridad a su admisión en las Naciones Unidas.

Esta discriminación se hace con objeto de dejar a cubierto en nuestras-
observaciones las teorías clásicas, a cuya base hago yo referencia, en las-
relaciones entre naciones no miembros y naciones miembros de las Nacio-
nes Unidas, en las que el derecho de las Naciones Unidas no prevalece y
en cambio es válido el derecho general público internacional.

Por lo tanto, y en una conclusión general, queda claramente entendido.,
y sin dejar lugar a dudas, que, en cualquier caso, no existe ni puede-
existir:

1) Derecho alguno de intervención militar por parte de Turquía o de.:
cualquier otra nación.

2) Derecho alguno, de cualquiera clase que sea, de intervención dé Tur-
quía o de cualquier otra nación, hasta llegar incluso a la amenaza del uso:'
de la fuerza contra la integridad territorial y la independencia política de
cualquier nación (en el caso presente, Chipre) o por cualquier medió que sea
incompatible con el alcance de la Carta de las Naciones Unidas.

IV. A todo esto se llega, a manera de conclusión categórica y definitiva
de una comparación hecha del contenido del Acuerdo de Londres del 17 de
febrero de 1959, en lo concerniente al contenido del derecho obligatorio*
(¡us cogens) de la Carta de las Naciones Unidas, que hemos analizado más
arriba. En el caso de fricción entre el derecho de las Naciones Unidas y
cualquier otro derecho convencional, el artículo 103 de la Carta entra ers
vigor, el cual expressis verbis hace referencia en los detalles.

En el caso de un conflicto entre las obligaciones de los miembros de las
Naciones Unidas bajo la presente Carta y sus obligaciones bajo cualquier
otro acuerdo internacional, han de prevalecer sus obligaciones, bajo la Carta
presente.

Este mandato se halla igualmente interpretado en el artículo 20 de la-,
antigua Sociedad de Naciones. En vista de estos decretos categóricos que.-
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eonstituyen por lo general reconocimiento, el jus cogens b, resulta inconcebible
pensar en la manera en que pueda ser legalmente aceptado el derecho de
una intervención militar o de la misma manera el derecho de la interven-
eión de Turquía mediante la amenaza del uso de la fuerza contra la inte-
gridad territorial y la independencia política de Chipre. Del análisis que
antecede de los decretos y disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas
se desprende claramente, y de cualquier manera que sea, que hay una pro-
funda violación in flagranti del decreto más básico y fundamental del dere-
eho de las Naciones Unidas.

Con toda la razón, por lo tanto, el arzobispo Makarios declaró en el año
de 1962 7 que nosotros no admitimos que nadie tenga semejante derecho de
intervención. Cualquier intervención similar entra en contradicción con la
Carta de las Naciones Unidas. De la misma manera y por la misma razón,
y en vista de la continuada amenaza de intervención por la parte de Turquía,
el caso del mantenimiento de la paz y la seguridad en la región del Medite-
rráneo nororiental no puede ser resuelto por la Organización del Tratado
áel Atlántico Norte (0. T. A. N.). El recurso al Consejo de Seguridad es, por
lo tanto, obligación imperativa no sólo por no ser Chipre miembro de la
©. T. A. N., sino porque la cuestión de una intervención militar o no de un
miembro de las Naciones Unidas es un caso en el cual, como hemos ya de-
mostrado más arriba, de acuerdo con la validez del jus cogens, la decisión
depende únicamente del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas o, en
el caso especial de una recomendación cualificada, de la Asamblea General
de las mismas Naciones Unidas.

D. S. CONSTANTOPOÜLOS.

Ver especialmente Constantopoulos, op. cit., pág. 278.
Ver Relaciones internacionales, 1962 (en griego), pág. 66.
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